STJSL-S.J. – S.D. Nº 060/17.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días del mes de junio de dos mil diecisiete, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA - y llamada a integrar la Dra. BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “QUIROGA JORGE ANTONIO c/ MIZRAHI MARIANA KARINA y OTROS s/ DESPIDO – LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 153163/9.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA.- 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) Que de conformidad con constancias del sistema IURIX, la parte actora interpuso recurso de casación, contra sentencia definitiva Nº 239/2016, de fecha 29/09/2016, dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1, de la Segunda Circunscripción Judicial, que en lo esencial, hizo lugar al recurso de apelación de la demandada, y, consecuentemente, rechazó la demanda que había interpuesto la actora. 

Los fundamentos del recurso intentado, lucen incorporados al sistema en fecha 20/10/2016.

De la lectura de los aludidos fundamentos resulta, que la recurrente pretende fundar el presente recurso en el art. 287 inc. b) de la ley de rito, por la errónea interpretación de los artículos 9 y 23 de la ley N° 20.744.
Se agravió, de que en la sentencia puesta en crisis, se haya fundado en que no ha quedado acreditada la prestación de servicios del actor, y que no esté demostrada la subordinación económica, jurídica y técnica del actor, respecto de los demandados.
Asimismo, renegó de que el Tribunal haya descartado la aplicación del indubio pro operario.
En concreto, apuntó que: 
a) No se ha tenido en cuenta las testimoniales obrantes a fs. 247/248, ni la obrante a fs. 254 y vta., las cuales corresponden a testigos que no se encuentran comprometidos en las generales de la ley y cuyos testimonios, son totalmente coincidentes con las declaraciones del tío (fs. 250 y vta.); y la prima (fs. 252 y vta.) del actor; por lo que sus testimonios deben ser tenidos en cuenta y en consecuencia revestirlos de eficacia probatoria.

b) Que en momento alguno, la parte actora ha manifestado la existencia de un taller de motos en el domicilio de la demandada, sino que, y conforme se expresó a fs. 13 del escrito de demanda, en dicho domicilio el actor realizaba “…tareas de montajes de motos desarmadas para la venta y exhibición en el local comercial, como así también tenía a cargo las tareas de realización de trabajos de mecánica y de los service pos-venta de las motos allí vendidas…” (Fotos N° 2 y N° 3, adjuntas y correspondientes al local comercial de calle Tucumán N° 89, las cuales fueron extraídas de Google Street View, a saber: local pintado de color rojo y símil verde agua o celeste). 
Tanto el entrecomillado cuanto la aclaración entre paréntesis, lucen en el texto de fundación del recurso.
Al respecto dijo que: “…debe primar el principio de primacía de la realidad, ya que las tareas denunciadas y acreditadas en autos, no eran incompatibles con el lugar denunciado, ya que las tareas de montajes de motos (Foto Nº 4, adjunta y correspondiente al tipo de embalaje utilizado para el transporte de motos), las realizan TODAS LAS CASAS DE VENTA DE MOTOS DE ESTA CIUDAD, en la vereda del comercio, para después de ser descargadas del transporte, ser ubicadas directamente en el salón de venta, quedando así acreditada la otra tarea denunciada, exhibición en el local comercial...”
Especificó cuáles eran las tareas desarrolladas por el actor, y cierta modalidad de realización de éstas, en los siguientes términos: “…con relación a las demás tareas, se denunció que el actor realizaba trabajos de mecánica y de los service pos-venta de las motos allí vendidas, estas tareas no requieren un local con especificaciones concretas, a saber: fosas, grandes salones, etc. Sumado a que tampoco se requieren grandes desplazamientos para desarrollar las tareas, ya que el mismo consiste en: Chequear luz de válvulas, regular de ser necesario, Limpiar filtro de Aire, Chequear bujías, limpiar o reemplazar de ser necesario, Cambiar el aceite del cárter, Limpiar filtro de nafta, reemplazar de ser necesario, Ajustar transmisión, cadena, corona y piñón ó revisar correa del cardán, Chequear nivel de batería, cargar de ser necesario, Chequear rodamientos, Lubricar cables y rodamientos, Chequear frenos, ajustar de ser necesario, y Purgar líquido de frenos y llenar con nuevo a nivel requeridos, culminando con el trabajo en un par de horas...”
Y aclaró que: “…para realizar estos trabajos, las personas afectadas a los mismos NO UTILIZAN FOSAS, sino que lo hacen al nivel del piso o utilizan camas neumáticas para motos (Foto Nº 1, adjunta), para de este modo trabajar parados en una posición cómoda, pero para ninguna de las opciones se precisan grandes espacios, OBSERVESE que la totalidad de los testigos que comparecieron en este juicio (Tanto los del actor como los de la demandada) describieron dicho lugar de manera coincidente, y conforme se puede observar en las fotos N° 2 y 3…”
c) Que no se tuvo en cuenta, que la manifestación del entrevistado en ocasión de diligenciarse el mandamiento obrante a fs. 132, quien manifestó que: “…todas las herramientas y demás elementos que se observan en el local son de su propiedad y que lo hace como hobby…”, lo que –agregó- fue consentido por la demandada, por lo que no se le puede imputar al actor, que el mismo fuera de su propiedad o que desarrollara en dicho domicilio, actividad alguna. 
Citó jurisprudencia.

d) Dijo que la Cámara de apelaciones entendió erróneamente que:

1) El espacio físico del local de Tucumán N° 89 no era apto, para que se realicen las tareas que sostiene la parte actora. Pero de las testimoniales de fs. 247 vta., pregunta 1 de la parte demandada, fs. 254 vta. pregunta 5, y fs. 274 y vta., pregunta 4, surge que si bien el tamaño del local era pequeño, todos son coincidentes a la hora de describir el mismo y enunciar las tareas que le vieron desarrollar al actor en ese lugar.

2) Con el mandamiento realizado en el domicilio del actor, donde funciona un taller de motos, y con la testimonial de fs. 274/275; donde el testigo declara que el actor le realizó el trabajo de service de la moto comprada en Mizrahi Motos en el propio taller del actor; se entiende que el actor no prestó tareas para la demandada. Pero hay que tener presente que NO HA QUEDADO ACREDITADO EN AUTOS, que el taller que funciona en el domicilio del actor sea de su propiedad, ya que del mandamiento realizado surge que hay un taller de propiedad del padre del actor y que el mismo no funciona como taller al público, sino que el mismo es un hobby del padre de éste. Y por último, EL TESTIGO DE FS. 274/275 DICE HABER LLEVADO SU MOTO A UN TALLER DE CALLE NELSON U OLLOQUI, CUANDO EL TALLER CONSTATADO SE UBICA EN CALLE GOBERNADOR BESSO, sumado a que manifiesta haber comprado su moto en el 2.008 sin recordar en que mes, por lo que si aplicáramos el “in dubio pro operario” bien se podría pensar que ello aconteció una vez extinguida la relación laboral, ya que en ese año el actor se consideró despedido.
3) El testigo de fs. 274/275, declara haber visto al actor en una oportunidad en Mizrahi Motos, pero no lo vio trabajando. Pero obsérvese que el testigo dijo en la respuesta 12 “No, creería que no estaba trabajando, porque estaba parado en la puerta”, debemos tener en cuenta que el testigo no da seguridad en su respuesta ya que contesta en potencial “Creería” y agrega “estaba parado en la puerta”, lo que no significa que no haya estado trabajando.
Finalizó diciendo que: “…no quedan lugar a dudas que en autos se deben aplicar los Arts. 9 y 23 L.C.T., pero en beneficio del actor no de la demandada como ha interpretado la Cámara de Apelaciones, YA QUE LA ACCIONADA NO ACREDITÓ EN AUTOS LA INEXISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL QUE SE DENUNCIA, EN CONTRAPOSICIÓN A LA ACTORA QUE SÍ PUDO ACERCAR A LA PRESENTE CAUSA PRUEBA SUFICIENTE PARA QUE AUNQUE SEA POR EL BENEFICIO DE LA DUDA BASTEN PARA CONFIRMAR LA SENTENCIA DICTADA EN PRIMERA INSTANCIA CON LAS MODIFICACIONES PETICIONADAS POR LA PARTE ACTORA EN SU EXPRESIÓN DE AGRAVIOS presentados vía web el 28 de Diciembre de 2.015 y 24 de Febrero de 2.016, conforme constancia de fs. 377 y 390, respectivamente, con especial imposición de costas a cargo de la parte demandada…”
2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley (24/10/16), el mismo fue respondido en fecha 26/10/2016; escrito en el que se solicitó el rechazo del recurso, con especial imposición de costas, en atención a la evidente improcedencia y falta de fundamento; en razón de los argumentos a los que remito en razón de brevedad.
3) Que en fecha 27/12/2016, se pronunció el Procurador General, dictaminando que la impugnación recursiva no puede prosperar y que corresponde el rechazo de la misma, por los motivos que expuso y que en razón de brevedad tengo por reproducidos.

4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso; esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C.; en atención a constancia de 1) notificación de sentencia recurrida (05/10/2016), de 2) interposición del recurso (11/10/2016) y de 3) fundamentación del mismo (20/10/2016); debiendo tenerse presente a los efectos del cómputo de los plazos, el feriado nacional del 10/10/2016.
Asimismo se observa, que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C., el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente, como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que el recurrente inviste la calidad de empleado o trabajador en proceso laboral.

Por otro lado, se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C., que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc b) del CPC y C., debe dilucidarse si en la resolución recurrida, existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta así mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, “Kravetz Elias Samuel c/ Edesal S.A. – D. y P. - Recurso de Casación”, 17-05-2007).
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal; indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación, a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación, es que solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (causal), por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa, que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido, esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: “a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación” 2da. Edición, p.213).- STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007.-
2) Que, del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado precedentemente, en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo, parte fundamentalmente, de una discrepancia respecto de las valoraciones probatorias realizadas por el tribunal a quo, relativas a las circunstancias fácticas en torno a la acreditación (o falta de ella), de la relación laboral. 

Que, si bien se observa un intento de parte del articulante, de encuadrar el caso traído a examen en el inc. b) del art. 287 del CPC y C., este no constituye sino un razonamiento forzado, que no desvirtúa la implicancia fáctica y probatoria del abordaje que debería seguirse inescidiblemente  para la resolución del caso, impropia del presente recurso.

En tal sentido, el Superior Tribunal de San Luis ha dicho que: “…si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL-S.J.–S.D. N° 14/13 – “BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRÉS c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACIÓN” Expte. N° 18-B-12 - IURIX N° 71858/7).
Del mismo modo es de aplicación al presente, lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal, respecto al recurso en estudio, cuando dijo que: “…La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW y ASOC. S.A. Y/OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”, 19-10-04).

En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente; debiendo destacarse, nuevamente, que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado; sino antes bien el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica, en atención principalmente, a consideraciones de interés público vinculados con la seguridad jurídica, por sobre los intereses de las partes en un litigio singular.

Por lo expuesto VOTO a esta CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: Que en consecuencia, corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OMAR ESTEBAN URÍA, dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C. ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. OMAR ESTEBAN URÍA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación

San Luis, diecinueve de junio de dos mil diecisiete.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.- 
II) Costas al recurrente vencido.-

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA y BEATRIZ AGUSTINA TARDIEU DE QUIROGA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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